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pocas semanas o en unos pocos meses, lo realmente sig-
nificativo es que, como pone de relieve el Ministerio Fis-
cal en su informe, en el largo período de tiempo transcu-
rrido desde que el demandante empezó a desempeñar su 
puesto de personal operativo subinspector UTA hasta que 
fue cesado en el mismo la única variación relevante en su 
situación personal de la que hay constancia en las actua-
ciones es su nombramiento como representante sindical, 
sucedido el 9 de junio de 1999 y comunicado oficialmente 
a la Dirección General de la Policía el 19 de enero de 2000, 
poco más de un mes antes del cese. Esta conexión tempo-
ral resulta relevante como indicio o principio de prueba, 
según nuestras SSTC 87/1998, de 21 de abril, FJ 4; 101/2000, 
de 10 de abril, FJ 5; 214/2001, de 29 de octubre, FJ 6; 84/2002, 
de 22 de abril, FJ 5; o 114/2002, de 20 de mayo, FJ 6.

Y por otra parte, resulta igualmente clara la desco-
nexión existente entre la razón de falta de idoneidad para 
el desempeño del puesto aducida para justificar el cese y 
el momento en que se produce el mismo. Después de 
que el demandante, que llevaba prestando servicios en la 
Jefatura Superior de Policía de Bilbao prácticamente sin 
interrupción desde el año 1983, fuera ascendido a subins-
pector en el año 1995, comenzara a desempeñar el puesto 
controvertido en comisión de servicios el 31 de mayo 
de 1996, fuera nombrado formalmente para dicho puesto 
–después de haber tenido la oportunidad de valorar su 
nivel de idoneidad para el mismo tras su desempeño 
durante más de año y medio– el 11 de diciembre de 1997 
y lo continuara desempeñando durante dos años más 
después de dicho nombramiento, período en el que cons-
tan en su hoja de servicios diversas felicitaciones públi-
cas, es únicamente tras la elección del demandante como 
representante sindical cuando se invoca por la Adminis-
tración una pretendida falta de idoneidad para un puesto 
de trabajo que el demandante ha estado desempeñado 
durante más de 3 años, sin que se haya acreditado en 
ningún momento –y, de hecho, sin que se haya siquiera 
alegado– la existencia de incidencia o anomalía alguna 
durante ese largo período de tiempo. Finalmente, invo-
cada también una razón de «desajuste con los criterios de 
funcionalidad de la Brigada donde presta servicio», no 
podemos sino apreciar que la manifiesta abstracción de 
una tal motivación impide por completo otorgarle un sig-
nificado racional y preciso susceptible de amparar una 
decisión de esta naturaleza.

8. En consecuencia, debemos concluir que frente a 
los indicios aportados por el demandante de amparo que 
fueron indebidamente desechados por la Sentencia 
impugnada, la Administración no ha aportado una justifi-
cación suficiente de la causa real que le llevó a adoptar la 
decisión de cese, sin que puedan, por lo demás, aceptarse 
como eximentes de tal necesidad de justificación las razo-
nes de reserva y discreción alegadas por el Abogado del 
Estado en función de la índole del servicio y de su lugar 
de localización geográfica, pues tales razones en modo 
alguno hacen imposible una motivación reconocible en 
su fondo. No atendió así la Administración la carga proba-
toria consistente en acreditar que fueron otras las causas 
motivadoras del cese, de forma que éste se hubiera pro-
ducido verosímilmente en cualquier caso y al margen de 
toda vulneración del derecho fundamental aducido, con 
base en «motivos razonables y ajenos a todo propósito 
contrario a los derechos fundamentales». A falta del acre-
ditamiento de razones que objetiven la medida adoptada, 
la conclusión resultante es que las resoluciones de la 
Administración originariamente recurridas han vulnerado 
el derecho a la libertad sindical del demandante, pues los 
indicios aportados por éste despliegan toda su operativi-
dad para declarar la lesión del derecho fundamental reco-
nocido en el art. 28.1 CE. Y en esta línea ha de señalarse 
que la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco 

impugnada en amparo no reparó –y lesionó, por tanto– el 
indicado derecho del recurrente.

9. Las consideraciones que anteceden conducen a la 
estimación del amparo y sólo queda por determinar el 
alcance de los pronunciamientos previstos en el art. 55 LOTC, 
de conformidad con lo que ya anunciamos en el fundamento 
jurídico 3: dado que la Sentencia de 27 de octubre de 2003, 
dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco en el recurso 
contencioso-administrativo 1449-2000, acordó estimar en 
parte el recurso interpuesto por don F. J. B. M. contra la 
Resolución del Director General de la Policía de 28 de abril 
de 2000, que desestimó los recursos de reposición y 
alzada respectivamente presentados contra las Resolucio-
nes del Director General de 2 de marzo de 2000 y del Jefe 
Superior de Policía del País Vasco del día 4 siguiente, anu-
lando las citadas resoluciones y declarando el derecho del 
recurrente a ser repuesto en el trabajo que como personal 
operativo subinspector UTA desempeñaba, hemos de 
concluir que los efectos materiales derivados de la vulne-
ración del derecho fundamental denunciado han sido ya 
reparados de manera sobrevenida por dicha Sentencia, 
por lo que para restablecer al demandante en la integri-
dad de su derecho bastará con el reconocimiento del 
mismo, de conformidad con su contenido constitucional-
mente declarado, y con la declaración de nulidad de la 
Sentencia aquí impugnada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don F. J. B. M. y, en 
consecuencia:

1.º Reconocer su derecho fundamental a la libertad 
sindical (art. 28.1 CE).

2.º Anular la Sentencia dictada el 2 de febrero de 2001 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia del País Vasco en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 526-2000.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de septiembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 16973 Sala Primera. Sentencia 217/2005, de 12 de sep-
tiembre de 2005. Recurso de amparo 3192-2001. 
Promovido por don Juan Bautista Ríos Polo en 
relación con la Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Granada que desestimó su recurso 
de apelación en juicio de faltas por amenazas.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso penal): inadmisión 
de recurso de apelación penal por falta de 
representación del Abogado de oficio que lo 
interpuso, sin hacer posible su subsanación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
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Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3192-2001, promovido 
por don Juan Bautista Ríos Polo, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Gracia Martos Mar-
tínez y asistido por la Letrada doña María del Carmen 
González González, contra la Sentencia de la Sección 
Segunda de la Audiencia Provincial de Granada dictada el 
2 de mayo de 2001, que desestima el recurso de apelación 
núm. 77-2001 formulado contra la Sentencia del Juzgado 
de Instrucción núm. 1 de Granada de 9 de noviembre de 
2000, recaída en el juicio de faltas que se tramitó bajo el 
núm. 358-2000. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 6 de 
junio de 2001, la Letrada doña María del Carmen González 
González presentó escrito de interposición de demanda 
de amparo constitucional en nombre de don Juan Bau-
tista Ríos Polo, pidiendo la designación de un Procurador 
de los del turno de oficio, para impugnar la Sentencia de 
la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Granada 
de 2 de mayo de 2001, recaída en el rollo de apelación de 
dicha Sala núm. 77-2001.

La Secretaría de Justicia de la Sala Primera del Tribu-
nal Constitucional, de conformidad con el art. 4 del 
Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 18 de 
junio de 1996 y con el art. 85.2 LOTC, concedió a la Letrada 
un plazo de diez días para que formalizara renuncia a la 
percepción de honorarios, con arreglo al art. 27 de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita (en 
adelante LAJG). Formalizada la renuncia, se interesó la 
designación de Procurador de turno de oficio que repre-
sentara al recurrente en amparo, que recayó en doña 
María Gracia Martos Martínez.

Por escrito registrado en este Tribunal el 3 de septiem-
bre de 2001, don Juan Bautista Ríos Polo, debidamente 
representado por la citada Procuradora y asistido por su 
Letrada, formalizó su demanda de amparo constitucional 
contra la expresada Sentencia de la Sección Segunda de 
la Audiencia Provincial de Granada de 2 de mayo de 2001, 
recaída en el rollo de apelación núm. 77-2001, que con-
firma la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1 de 
Granada de fecha 9 de noviembre de 2000, dictada en 
juicio de faltas núm. 358-2000.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda son 
los siguientes:

a) Por Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 1 
de Granada de 9 de noviembre de 2000, dictada en el jui-
cio de faltas núm. 358-2000, se condenó al recurrente y a 
doña Josefa Polo Plata, como autores de una falta de 
amenazas, a la pena de multa de veinte días, con cuota 
diaria de mil pesetas y responsabilidad personal subsidia-
ria en caso de impago.

b) Deseando el condenado, hoy demandante de 
amparo, recurrir en apelación esta Sentencia, presentó 
escrito dirigido al Juzgado de Instrucción núm. 1 de Gra-
nada, registrado el 7 de diciembre de 2000, por el que 
manifestó haber instado el reconocimiento del derecho 
de asistencia jurídica gratuita ante el Ilustre Colegio de 
Abogados de Granada y solicitaba la suspensión del pro-
ceso hasta que se dictara resolución en el expediente de 

asistencia jurídica gratuita. Con la misma fecha presentó 
un escrito idéntico ante el Juzgado sentenciador, formu-
lando la misma petición, la otra condenada doña Josefa 
Polo Plata.

Por escrito del Colegio de Abogados de Granada de 12 
de enero de 2001 se comunicó al Juzgado sentenciador 
que se designaba como Letrada de oficio para apelar la 
Sentencia dictada en el juicio de faltas núm. 358-2000 a la 
Abogada doña María del Carmen González González, sin 
que se procediera al nombramiento de Procurador de ofi-
cio, por no resultar preceptivo. Se designó asimismo 
Letrado del referido turno para la otra condenada doña 
Josefa Polo Plata.

La providencia del Juzgado de Instrucción de 2 de 
febrero de 2001, notificada a la Letrada designada, acordó 
que, designados profesionales de oficio, se diera traslado 
a los mismos para que en el plazo de cinco días dedujeran 
el oportuno recurso de apelación.

c) Mediante escrito registrado el 7 de febrero de 2001 
se interpuso recurso de apelación ante el Juzgado de Ins-
trucción por la Letrada doña María del Carmen González 
González, manifestando literalmente que actuaba «en 
nombre de don Juan Bautista Ríos Polo, representación 
que me ha sido conferida mediante turno de oficio y que 
ya consta acreditado en el procedimiento arriba rese-
ñado». Por providencia del Juzgado de 21 de febrero de 2001, 
se tuvo «por interpuesto en tiempo y forma, recurso de 
apelación contra la sentencia dictada, el cual se admite a 
trámite», acordando que se diera traslado del mismo a fin 
de que si se estimaba conveniente se presentara escrito 
de impugnación o adhesión. Presentado escrito de 
impugnación, mediante providencia del mismo Juzgado 
de Instrucción de 14 de marzo de 2001 se acordó que se 
elevaran las actuaciones a la Audiencia Provincial.

De la misma forma se interpuso recurso de apelación 
por el Letrado don Alfonso de Rojas Torres, designado de 
oficio para la defensa de doña Josefa Polo Plata. La única 
diferencia apreciable entre ambos recursos de apelación 
radica en que doña Josefa Polo Plata firmó por sí misma, 
junto a su Letrado, el recurso de apelación interpuesto, no 
haciéndolo en cambio el ahora recurrente de amparo en 
el recurso interpuesto en su nombre por la Letrada desig-
nada de oficio.

d) Mediante diligencia de 28 de marzo de 2001 se 
hace constar la recepción en la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Granada de las actuaciones relati-
vas al juicio de faltas núm. 358-2000 seguido ante el Juz-
gado de Instrucción núm. 1 de Granada, así como la 
designación del Magistrado Ponente; procediéndose 
mediante providencia de 28 de marzo de 2001 al señala-
miento de fecha para dictar Sentencia.

e) El 2 de mayo de 2001 la expresada Sección 
Segunda de la Audiencia Provincial de Granada dicta Sen-
tencia en la que, respecto del solicitante de amparo, apre-
cia como causa de inadmisión a trámite de su recurso de 
apelación la de que: «dado que la sentencia impugnada lo 
ha sido por el Letrado. que carece de la representación 
procesal del condenado, el cual no apeló en ningún 
momento la Sentencia, ni en la primera ni en la segunda 
instancia otorgó su representación procesal a aquel 
Letrado, mediante alguna de las formas admitidas en 
derecho, circunstancia que se evidencia tras el examen de 
las circunstancias y rollo, es palmario que el recurso así 
formulado ha de ser desestimado».

En cambio la Sentencia sí examina en cuanto al fondo 
el recurso de apelación interpuesto por el Letrado desig-
nado de oficio para la representación de la otra conde-
nada, doña Josefa Polo Plata, que desestima.

3. La demanda de amparo invoca vulneración del 
derecho a una tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 
24. 1 CE); alega que la desestimación del recurso de ape-
lación formulado por el condenado frente a la Sentencia 
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de condena dictada en el juicio de faltas sólo puede tener 
como fundamento la falta de firma del recurrente, siendo 
así que éste es un defecto subsanable, por lo que el 
rechazo del recurso, sin haber sido requerido previamente 
para la subsanación del defecto apreciado, constituye una 
sanción desproporcionada.

4. Por providencia de 14 de enero de 2002 de la Sec-
ción Segunda de este Tribunal se acordó admitir a trámite 
la demanda de amparo y, en virtud de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir al Juzgado de Instrucción núm. 1 de 
Granada y a la Sección Segunda de la Audiencia Provin-
cial de Granada para que remitieran testimonio de sus 
actuaciones; se acordó asimismo que el Juzgado de Ins-
trucción núm. 1 de Granada emplazase quienes fueron 
parte en el juicio de faltas núm. 358-2000, con excepción 
del recurrente en amparo, para que en el plazo de diez 
días pudieran comparecer en el proceso constitucional de 
amparo.

5. La diligencia de ordenación de 27 de mayo de 
2002 tuvo por recibido el testimonio de las actuaciones 
remitidas por la Sección Segunda de la Audiencia Provin-
cial de Granada y por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de 
dicha ciudad. Asimismo, en virtud de lo dispuesto en el 
art. 52 LOTC, acordó dar vista de todas las actuaciones, 
por un plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal y a 
la parte personada para que, dentro de dicho plazo, pudie-
ran presentar las alegaciones que estimaran pertinentes.

6. Por escrito registrado el 21 de junio de 2002, el 
Ministerio Fiscal formula su escrito de alegaciones en el 
que pide el otorgamiento del amparo. Considera, de una 
parte, que resultaba preceptiva la intervención de Procu-
rador en la tramitación del recurso de apelación contra la 
Sentencia dictada en el juicio de faltas (arts. 118 y 976 
LECrim) y que, cuando el denunciado en tal juicio solicita 
el derecho de asistencia jurídica gratuita, la designación 
se debió realizar de oficio, estando obligados los órganos 
del Poder Judicial a asegurar el goce efectivo del derecho 
de defensa cuando la postulación es ejercida de oficio y a 
promover dicha designación cuando no se efectuase, lo 
que no hizo la Audiencia Provincial de Granada.

Entiende, por otra parte, que también procede otorgar 
el amparo por estimar que en las circunstancias del caso 
no se puede asegurar, como hace la Audiencia, que el 
recurrente no interpuso recurso alguno, ni confirió su 
representación a la Letrada, ya que el recurrente solicitó y 
obtuvo el reconocimiento del derecho de asistencia jurí-
dica gratuita y la Letrada presentó el recurso en nombre 
del recurrente, en la representación que le había sido con-
ferida mediante turno de oficio. De modo que el reconoci-
miento del ejercicio del derecho puede ser entendido, 
como entendió la defensa y aceptó el Juzgado de Instruc-
ción, en el sentido de que el Abogado designado para la 
defensa ostentase también la representación, a lo que 
dan pie los arts. 970 y 788.2 y 3 LECrim. En consecuencia, 
se concluye que en la situación del caso tan sólo podía 
deducirse un defecto de acreditamiento del apodera-
miento, defecto meramente formal que, siendo subsana-
ble y no habiéndose ofrecido posibilidad de subsanación, 
determinó una sanción desproporcionada con lesión del 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

7. La representación procesal del demandante de 
amparo presentó su escrito de alegaciones, registrado el 22 
de junio de 2002, mediante el que reproduce sustancial-
mente las alegaciones formuladas en su demanda de 
amparo.

8. Por providencia de 7 de septiembre de 2005 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 del mismo mes y año, trámite que ha fina-
lizado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo se formula con-
tra la Sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia 
Provincial de Granada de fecha 2 de mayo de 2001, 
recaída en el rollo de apelación núm. 77-2001, que deses-
tima el recurso de apelación formulado contra la Senten-
cia de condena del Juzgado de Instrucción núm. 1 de 
Granada dictada en juicio de faltas núm. 358-2000. Dicho 
recurso fue previamente admitido a trámite por providen-
cia de dicho Juzgado de Instrucción de 21 de febrero de 2001, 
desestimándose posteriormente al apreciar la Sentencia 
de segunda instancia, en cuanto al solicitante de amparo, 
un defecto procesal en la presentación del recurso de 
apelación, habida cuenta de que no constaba que el recu-
rrente hubiera otorgado su representación procesal a la 
Letrada mediante alguna de las formas admitidas en 
derecho.

En la demanda se alega vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24. 1 CE) por 
entender que la desestimación del recurso de apelación 
tiene como único fundamento la falta de firma del recu-
rrente, el cual es un defecto subsanable, por lo que la 
desestimación del recurso, sin haber sido requerido para 
la subsanación del defecto, constituye una sanción des-
proporcionada. El Ministerio Fiscal interesa la concesión 
del amparo por las razones que se relatan en los antece-
dentes.

2. A la vista de lo expuesto, y sin necesidad de entrar 
en la constitucionalidad de la interpretación judicial efec-
tuada sobre la preceptividad o no de la representación 
procesal técnica para la interposición de recurso de apela-
ción en el juicio de faltas, cuestión que sólo de modo 
tangencial y no de forma determinante se suscita en el 
presente amparo, en las circunstancias del caso resulta 
obligado otorgar el amparo solicitado por vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión en la 
segunda instancia del juicio de faltas.

Este Tribunal ha declarado reiteradamente que la falta 
de acreditación de la representación procesal es subsana-
ble si el defecto se reduce a esta mera formalidad, y siem-
pre que tal subsanación sea posible, de modo que en 
tales supuestos debe conferirse a las partes la posibilidad 
de subsanación antes de impedirles el acceso al proceso 
o al recurso legalmente previsto (SSTC 123/1983, de 16 de 
diciembre; 163/1985, de 2 de diciembre; 132/1987, de 21 de 
julio; 174/1988, de 3 de octubre; 92/1990, de 23 de mayo; 
213/1990, de 20 de diciembre; 133/1991, de 17 de junio; 
104/1997, de 2 de junio; 67/1999, de 26 de abril, FJ 5; 
195/1999, de 25 de octubre, FJ 2; 285/2000, de 27 de 
noviembre, FJ 4; 238/2002, de 9 de diciembre, FJ 4 y 
2/2005, de 17 de enero, FJ 5). Por el contrario, este Tribunal 
ha estimado que no resulta contraria al derecho a la tutela 
judicial efectiva la interpretación judicial de que no resulta 
subsanable, no ya la falta de acreditación o insuficiencia 
de la representación procesal, sino la carencia absoluta 
de la misma ante la inexistencia del apoderamiento 
mediante el que se confiere (SSTC 205/2001, 12 de octu-
bre, FJ 5 y 2/2005, de 17 de enero, FJ 5, entre otras). Por 
ello, en la STC 125/2005, de 23 de mayo, se deniega el 
amparo en un supuesto similar al presente, en el que la 
demandante de amparo fundaba su queja en que la 
inexistencia de poder a favor del Letrado era subsanable.

3. Sin embargo, en este caso la queja del deman-
dante de amparo tiene un fundamento distinto, pues sos-
tiene que la parte recurrente manifestó su voluntad de 
recurrir en apelación una vez notificada la Sentencia de 
primera instancia, a cuyo fin solicitó el reconocimiento 
del derecho de asistencia jurídica gratuita. Se alega tam-
bién que la falta de firma por la propia parte del escrito de 
interposición del recurso de apelación –única diferencia 
entre el recurso inadmitido por la Sentencia y el de la otra 
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persona condenada, que sí fue examinado en cuanto al 
fondo por la misma– es un requisito subsanable (STC 
163/1997, de 3 de octubre, FJ 2). Además, concurren otras 
dos circunstancias de considerable relevancia, como son 
que la defensa letrada se realizó en el caso mediante Abo-
gado de oficio y, sobre todo, el hecho de que en este 
supuesto se hallara comprometido el derecho al doble 
grado de jurisdicción imperante en el proceso penal, 
habida cuenta que el recurso de apelación que se declaró 
mal admitido fue el interpuesto por el condenado en el 
juicio de faltas.

En efecto, conforme a la doctrina de este Tribunal, 
recordada en la STC 13/2000, de 17 de enero (FJ 2), «los 
órganos judiciales han de velar por evitar la indefensión 
del justiciable en el proceso penal, especialmente en los 
casos en que la dirección y representación se realiza 
mediante la designación de oficio, no bastando para tute-
lar el derecho de defensa la designación de los correspon-
dientes profesionales, sino que la realización efectiva del 
derecho de defensa requiere, como ha puesto de mani-
fiesto el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en sus 
Sentencias de 9 de octubre de 1979 (caso Airrey), 13 de 
mayo de 1990 (caso Artico) y 25 de abril de 1983 (caso 
Pakelli), proporcionar asistencia letrada real y operativa» 
(en el mismo sentido SSTC 91/1994, de 21 de marzo, FJ 3, 
y 47/2003, de 3 de marzo, FJ 2).

Pero además, y sobre todo, con relación al derecho al 
recurso penal y al derecho al doble grado de jurisdicción, 
este Tribunal ha declarado que cuando se trata del acceso 
a un recurso penal de quien resultó condenado en la pri-
mera instancia judicial, es más rigurosa la vinculación 
constitucional del Juez ex art. 24.1 CE en la interpretación 
de todas las normas de Derecho procesal penal de nues-
tro Ordenamiento (SSTC 60/1985, de 6 de mayo, FJ 2; 
221/2000, de 18 de septiembre, FJ 3; y 130/2001, de 4 de 
junio, FJ 2), «siendo de aplicación el principio de interpre-
tación pro actione en virtud de la exigencia constitucional 
de una doble instancia a favor del reo, entendido como la 
interdicción de aquellas decisiones o actuaciones judicia-
les determinantes de la privación de esta garantía esen-
cial que por su rigorismo, por su formalismo excesivo o 
por cualquier otra razón revelen una clara desproporción 
entre los fines que tratan de preservar y los intereses que 
se sacrifican» (SSTC 130/2001, de 4 de junio, FJ 2, y 
11/2003, de 27 de enero, FJ 3). En otros términos, porque 
el derecho del condenado en un proceso penal a que la 
condena sea revisada por un tribunal superior, en virtud 
del art. 10. 2 CE y del art. 14. 5 del Pacto internacional de 
derechos civiles y políticos, constituye una garantía espe-
cífica de tal tipo de proceso.

4. La aplicación de la doctrina expuesta en el pre-
sente caso conduce al otorgamiento del amparo solici-
tado como consecuencia de la vulneración del derecho a 
la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) por 
la Sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Granada, que efectuó una interpretación de la 
normativa procesal rigorista, formalista y contraria al 
principio pro actione, esto es, desfavorable al acceso al 
recurso de apelación penal y que, con independencia de 
la postura que se mantenga sobre la preceptividad de la 
postulación procesal técnica para recurrir en apelación las 
sentencias dictadas en el juicio de faltas, vulneró el dere-
cho al doble grado de jurisdicción del condenado en un 
proceso penal, al sancionar de forma desproporcionada 
con la desestimación del recurso el incumplimiento de un 
defecto procesal subsanable, sin haber ofrecido previa-
mente al recurrente la posibilidad de subsanar el defecto 
advertido en la propia Sentencia, ya fuera estampando su 
firma en el escrito de interposición, pues su voluntad de 
recurrir en apelación constaba claramente en las actua-
ciones y la falta de firma es un requisito subsanable (STC 
163/1997, de 3 de octubre, FJ 2), si no se consideraba obli-

gatoria la representación procesal o, ya fuera, de conside-
rarse ésta necesaria, ofreciendo la posibilidad de que se 
acreditase la representación afirmada por la Letrada 
designada de oficio, que en el escrito de interposición del 
recurso decía actuar en nombre y representación de la 
parte condenada en el juicio de faltas, luego apelante y 
hoy recurrente en amparo, pues, con arreglo a la doctrina 
antes expuesta y como en este caso mantiene el Ministe-
rio Fiscal, la falta de acreditación de la representación 
procesal es un defecto subsanable.

En definitiva, en virtud de lo expuesto cabe concluir 
que la Sentencia de segunda instancia vulneró el derecho 
a la tutela judicial efectiva sin indefensión al privar al con-
denado del derecho al doble grado de jurisdicción impe-
rante en el proceso penal mediante una interpretación de 
las normas reguladoras del recurso de apelación penal en 
el juicio de faltas contraria a las exigencias propias del 
principio pro actione.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo interpuesto 
por don Juan Bautista Ríos Polo y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efecti-
va (art. 24.1 CE).

2.º Declarar, por lo que se refiere a dicho recurrente, la 
nulidad de la Sentencia de la Sección Segunda de la Audien-
cia Provincial de Granada de fecha 2 de mayo de 2001.

3.º Retrotraer las actuaciones del recurso de apela-
ción al momento procesal oportuno para que el órgano 
jurisdiccional resuelva con pleno respeto al derecho fun-
damental reconocido, para lo que deberá otorgar al recu-
rrente la oportunidad de subsanar el defecto procesal 
advertido en el escrito de interposición del recurso.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de septiembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 
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Vulneración del derecho a la legalidad penal: 
sanción administrativa que infringe el princi-
pio de tipicidad, porque la conducta no es sub-
sumible en el precepto legal aplicado por la 
Administración, que no puede ser alterado por 
la resolución judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-


